	Fecha
	2 de setiembre de 1974
	Sesión número
	43

	Motivo: Amparo

	Recurrente: COMPAÑÍA BANANERA ANITA GRANDE SOCIEDAD ANÓNIMA, EMPRESAS DE BANANO ORO SOCIEDAD ANÓNIMA, COMPAÑÍA BANANERA MOLA SOCIEDAD ANÓNIMA Y CAVENDISK Y VALERY DE COSTA RICA SOCIEDAD ANÓNIMA Y PRODUCTORA TROPICAL SOCIEDAD ANÓNIMA

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTRO DE HACIENDA

	Objeto del recurso: Señalan las recurrentes una antinomia entre: a) lo dispuesto por la Ley N° 5515 junto con su ley interpretativa, y el Reglamento N° 3923 y “el acto” de cobro de $0.25 por cada caja de banano exportado en punto al sujeto pasivo de la obligación tributaria, pues mientras, a su juicio, esas leyes establecen que el impuesto debe pagarlo “la compañía compradora”, dicho Reglamento y acto administrativo de cobro lo impusieron a los “exportadores”; y b) entre estos últimos actos administrativos y las leyes N° 2 de 4 de setiembre de 1930 y N° 2038 de 26 de julio de 1956 que prohíben gravar la exportación o la industria de bananos, para de ahí concluir que con ello se privó a dichas leyes del atributo de obligatoriedad que ostentan, de acuerdo con el precepto del artículo 129 de la Constitución Política, considerando, en consecuencia, violada dicha norma fundamental.

	Respuesta del recurrido: ND

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar.  En el presente caso la ley N° 5515 de 19 de abril de 1974 establece un impuesto que el Poder Ejecutivo trató de reglamentar y hacer efectivo mediante la emisión de un reglamento y ejecución de un acto administrativo, expedidos ambos en uso de la facultad que a ese Poder confiere el artículo 140 inciso 3° de la Constitución Política.  Los Magistrados Baudrit, Quirós, Retana, Jugo, Zavaleta y Benavides votaron por declarar también sin lugar el recurso y razonan su voto.


N° 43
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día dos de setiembre de mil novecientos setenta y cuatro, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Coto, Arroyo, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Jugo, Zavaleta, Valverde, Odio,  Blanco, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo XI
Se trajo a estudio el recurso de Amparo establecido por las sociedades de esta plaza, denominadas Compañía Bananera Anita Grande Sociedad Anónima y Empresas de Banano Oro Sociedad Anónima, representadas por José Antonio Molina Quesada; Compañía Bananera Mola Sociedad Anónima y Cavendisk y Valery de Costa Rica Sociedad Anónima, representadas por el Ingeniero Mecánico Administrador, José Rafael Quirós Villafranca y Productora Tropical Sociedad Anónima, representada por Denis Sánchez Fonseca, contra el señor Presidente de la República en ejercicio, doctor don Carlos Manuel Castillo Morales y el señor Ministro de Hacienda don Porfirio Morera Batres.

Discutido el asunto, se acordó desestimar el recurso en atención a las siguientes razones:


I.- Por ley N° 5515 de 19 de abril del año en curso, se estableció un impuesto de un dólar de los Estados Unidos de América sobre cada caja o envase de banano de 40 libras netas que se exporte.  Para cajas o envases de mayor o menor peso, el impuesto se aplicará proporcionalmente.  Del producto del impuesto, el Gobierno puede destinar una parte al productor del banano.- Este impuesto se hace incidir sobre la compañía compradora, sin que en forma alguna pueda ser trasladado al productor.- Luego, la Ley N° 5538 de 18 de junio último, interpretó el artículo primero de la anterior, en el sentido de que se entenderá por “compañía compradora”, la persona física o jurídica que compre banano en Costa Rica por sí o mediante representante, apoderado o agente comercial, para venderlo en el extranjero, a nombre suyo o de productores o de terceros; o bien, la persona física o jurídica que venda la fruta producida en fincas de su propiedad directamente al exterior.  Se entenderá por “productor” a la persona física o jurídica que produzca banano y lo venda a intermediarios, nacionales o extranjeros, para su exportación, aunque el productor aparezca como exportador para efectos del conocimiento de embarque, póliza de exportación, facturas o cualquier otro documento, o que esté registrado en el Banco Central como exportador, en virtud de contratos de venta CIF o FOB puerto costarricense.

II.- Por su parte, el Poder Ejecutivo mediante el Decreto N° 3720-H de 29 de abril de este año, reglamentó la Ley N° 5515 disponiendo en el artículo 3 que las aduanas del país tasarán el impuesto de referencia y lo consignarán en la póliza de exportación correspondiente; en el 4, que todos los meses las aduanas del país reportarán a la Dirección General de Aduanas el impuesto que pagó cada exportador de banano, para que ésta lo comunique al Ministerio de Hacienda y al Banco Central de Costa Rica; y en el 7 que todo exportador de banano deberá llevar un registro en que conste; a) el número de cajas o envases exportados, detallando el nombre de los productores y la cantidad que corresponde a cada uno de ellos; b) la aduana por la cual se ha hecho la exportación, indicando la fecha de embarque.


III.- Finalmente, el doctor Carlos Manuel Castillo Morales en ejercicio de la presidencia y el señor Porfirio Morera Batres, Ministro de Hacienda, emitieron el Decreto Ejecutivo N° 3923-H, a fin de fijar el mecanismo para la recaudación del referido impuesto, para lo cual adicionaron el N° 3720-H en su artículo 3 de la siguiente manera: “De ese impuesto – cualquiera que sea el precio a que se venda la caja de banano al madurador (jobber) – los exportadores pagarán la cantidad de US$0.25 por cada caja exportada de 40 libras netas.  El saldo se cargará a los interesados, deduciendo al momento en que se efectúe la liquidación definitiva del impuesto – los siguientes créditos calculados con base en el precio promedio anual al madurador (jobber): a) US$0.75 por caja cuando el precio sea de US$4.50 o menos; y b) $,075 menos el 50% del exceso sobre los US$4.50 cuando el precio sea mayor de US$4.50.  La diferencia deberá pagarla el interesado dentro de los 45 días naturales siguientes a la fecha en que se realice la liquidación definitiva del impuesto.-  Para la liquidación definitiva del impuesto el Ministerio de Hacienda establecerá precios promedios anuales al madurador (jobber) con base en las informaciones que obtenga de las mismas empresas dedicadas a estas actividades y otras fuentes nacionales e internacionales.  Se harán recaudaciones parciales por adelantado, tomando en cuenta el precio promedio trimestral al madurador (jobber).  El Ministerio de Hacienda será el organismo competente para la aplicación de este decreto y de las demás disposiciones relacionadas con la Ley N° 5515 del 19 de abril de 1974.”

IV.- A fin de expeditar la exportación de 126.000 cajas de bananos por el puerto Limón en el barco Atitlán, el 4 de julio pasado, la agencia aduanal Trancasa, representante de Cobal y de Exportadores Asociados, depositó en el Banco Central de Costa Rica la suma de treinta mil dólares para cubrir el impuesto de $0.25 según el Decreto N° 3923-H, pago que se efectuó bajo protesta de ilegalidad. (Ver demanda, nota del director Ejecutivo de la Cámara Nacional de Bananeros, folio 30, copia del entero de folio 32).-

V.- Lo que efectivamente señalan los promotores del recurso, es una antinomia entre: a) lo dispuesto por la Ley N° 5515 junto con su ley interpretativa, y el Reglamento N° 3923 y “el acto” de cobro de $0.25 por cada caja de banano exportado en punto al sujeto pasivo de la obligación tributaria, pues mientras, a su juicio, esas leyes establecen que el impuesto debe pagarlo “la compañía compradora”, dicho Reglamento y acto administrativo de cobro lo impusieron a los “exportadores”; y b) entre estos últimos actos administrativos y las leyes N° 2 de 4 de setiembre de 1930 y N° 2038 de 26 de julio de 1956 que prohíben gravar la exportación o la industria de bananos, para de ahí concluir que con ello se privó a dichas leyes del atributo de obligatoriedad que ostentan, de acuerdo con el precepto del artículo 129 de la Constitución Política, considerando, en consecuencia, violada dicha norma fundamental.


Esta Corte considera que tales actuaciones no dan mérito para declarar con lugar el recurso planteado, aduciendo los mismos argumentos que expuso al conocer recientemente  de otra demanda de amparo, en la cual se esbozaba un problema jurídico similar, con base en “que el orden jurídico se asienta en la Constitución, como ley suprema que establece los principios a los cuales deben ajustarse las disposiciones legislativas y los actos de los órganos de la Administración Pública, de suerte que la transgresión de una ley por parte de esos órganos y la violación a un interés legítimo o a un derecho subjetivo de los administrados, generalmente se traduce en un quebranto indirecto a una regla constitucional.  Pero el recurso de amparo no puede concederse para poner remedio a esas situaciones, pues, de lo contrario equivaldría a desnaturalizar ese recurso y convertirlo en un contralor de legalidad y no de constitucionalidad, que es como está concebido en la Constitución y en la ley que lo rige.  Esto no significa proscribir la vía el amparo cuando los órganos administrativos, a pretexto de actuar conforme a facultades regladas, interpretan y aplican la ley en forma evidentemente inconstitucional o cuando exceden los límites de su propia competencia; en fin cuando una actuación arbitraria los lleva a ponerse al margen de la ley y en abierta pugna con la Constitución Política, pues entonces sí podrá caber el amparo, a condición de que la arbitrariedad resulte de un modo evidente, es decir, sin que para apreciarla sea preciso adentrarse en el examen de cuestiones de carácter complejo cuya decisión es incompatible con el carácter sumario de este recurso.” (Recurso de Amparo de “Derivados de Maíz Alimenticio S.A. resuelto en sesión de 6 de mayo de 1974).- En el presente caso la ley N° 5515 de 19 de abril de 1974 vino a establecer un impuesto que el Poder Ejecutivo trató de reglamentar y hacer efectivo mediante la emisión de un reglamento y ejecución de un acto administrativo, expedidos ambos en uso de la facultad que a ese Poder confiere el artículo 140 inciso 3° de la Constitución Política.  Ahora bien, de aceptarse que el hecho de haber reglamentado y ejecutado los funcionarios del Poder Ejecutivo la Ley N° 5515 excedieron los límites naturales de sus cánones, desnaturalizándola, mal interpretándola o en cualquier otra forma contrariándola, lo pertinente era impugnar tales actos en la vía contencioso-administrativa (artículo 49 de la Constitución Política y Ley N° 3667 de 12 de marzo de 1966) por adolecer los mismos de un vicio de ilegalidad y no recurrir al juicio de amparo, pues la violación de la Ley Fundamental tendría carácter mediato.-

VI.- Todo lo expuesto lleva a la conclusión de que el amparo debe rechazarse por no ser posible tener por infringido el artículo 129 de la Constitución Política.-


Los Magistrados Baudrit, Quirós, Retana, Jugo, Zavaleta y Benavides votaron por declarar también sin lugar el recurso, por las siguientes razones:


I.- Con el objeto de proteger los derechos que la Constitución Política consagra a favor de las personas, se establece en un artículo 48, una doble garantía, la del RECURSO DE HÁBEAS CORPUS cuando se consideran ilegítimamente privadas de su libertad, derecho éste cuyos alcances viene a fijar el artículo 1° de la Ley N° 35 de 24 de noviembre de 1932 (Ley de Hábeas Corpus), y la del AMPARO para mantener y restablecer el goce de los demás derechos.  Si bien, en nuestro sistema institucional, una y otra de esas garantías difieren en cuanto a los derechos que protegen, coinciden ambas en punto a que tienden a custodiar derechos que a favor de las personas reconoce la Constitución Política.-

II.- Del artículo 129 de nuestra Ley Fundamental, los promotores del presente Recurso de Amparo, acusan como lesionada la declaración en ella contenida de que “las leyes son obligatorias”. Tal expresión, interpretada aisladamente de su contexto, apenas si constituye una mera declaración de principios, pues, la obligatoriedad o coercitividad es una cualidad inherente a toda norma de derecho, pero en modo alguno el reconocimiento de un derecho a favor de las personas.  A decir verdad, el artículo 129 constitucional sólo viene a establecer el ámbito de eficacia temporal de las leyes y su rango jurídico frente a otros actos o normas creadores de derecho. La jerarquía o mayor o menor rango jurídico de las leyes frente a los actos del Poder Ejecutivo, que los promotores del recurso acusan como violatorios de sus derecho, no importan un problema de violación o amenaza de violación de un derecho consagrado por la Constitución a favor de las personas, sino de validez o eficacia legal que debe resolverse en la vía contencioso-administrativa (artículo 49 de la Constitución Ley N° 3667 de 12 de marzo de 1966).  Darle entrada al amparo en casos como el presente, importa desnaturalizar el recurso y transformarlo en un control de legalidad, haciendo del mismo un mero recurso impropio de apelación por quebranto de disposiciones constitucionales independientemente de que lesionen o no derechos en ella establecidos, con lo cual se excede los límites fijados por el constituyente a ese recurso o garantía.-

III.- Por todo lo expuesto, se impone rechazar el recurso de amparo intentado por supuesta violación del artículo 129 de la Constitución Política. 
